Poder Judicial de la Nación

“COMUNIDAD INDIGENA DIAGUITA CALCHAQUÍ ANIMANA – CIDCA  

c/ MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE DE LA PROVINCIA DE SALTA  

 s/ AMPARO INCOMPETENCIA”

EXPTE. 224/12

(Juzgado Federal de Salta nº 1) 

///ta, 21 de diciembre de 2012.


VISTO:
El recurso de apelación interpuesto por el Sr. Fiscal Federal a fs. 49/52 vta. en contra del resolutorio de fs. 45/48vta.; y 

CONSIDERANDO:




1) Que por dicho pronunciamiento el juez de primera instancia declaró la incompetencia material del tribunal a su cargo para entender en la presente causa, disponiendo el archivo de las actuaciones. 




Para así decidir, el a quo, luego de efectuar consideraciones generales sobre el carácter excepcional del fuero federal, ponderó que la actora inició una acción de amparo en contra del Ministerio de Medio Ambiente de la Provincia de Salta a fin de que se suspenda en forma inmediata la tala del bosque diaguita calcahquí en la Ruta del Vino nº 40 km 4251 hasta tanto se aclare el movimiento de catastros a favor del Sr. Salfate Doren Pedro Horacio y la autoridad de aplicación en medio ambiente explique la razón del otorgamiento del permiso de desmonte para plantación de vid en ese espacio –u otro macro cultivo- y la falta de aplicación de la normativa de cuidado del bosque nativo y suelo en esa región. Asimismo, tuvo en cuenta que se solicitó como medida cautelar el libre acceso para los miembros de la comunidad a usar el agua del Río San Antonio, interponiéndose interdicto de obra nueva. 



Frente a este panorama, entendió que corresponde descartar la competencia federal en razón de las personas atento que la comunidad ha denunciado su domicilio real en la provincia de Salta, manifestando que viven en estas tierras desde sus antepasados y descartando la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación al ser demandada la provincia de Salta en su Ministerio de Ambiente, ya que ello es procedente en las causas civiles entre una provincia y algún vecino de otra.




Expresó que tratándose de una acción de amparo, no surge con claridad cuál sería la conducta arbitraria o ilegal del citado Ministerio, pues no se cita con precisión ningún acto ni permiso otorgado por la Autoridad Competente para la tala y cercado del río denunciados. Por el contrario, “más  bien parecieran ser estas últimas las acciones atacadas, en cuyo caso la acción debería estar dirigida en contra de las personas físicas o jurídicas que las están llevando a cabo”. 




Por otra parte, manifestó que tampoco procede la competencia federal en razón de la materia, pues si bien en la demanda se citan normas federales como el art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional y convenios internacionales que protegen la posesión y la propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan los pueblos indígenas, también es cierto que los derechos específicos de los pueblos indígenas que se pretenden hacer valer no sólo se encuentran tutelados en tales normas sino también en la norma fundamental provincial; con lo cual no es viable concluir que la cuestión propuesta sea predominantemente federal.




Asimismo, puntualizó que la nuda violación de garantías constitucionales provenientes de autoridades de provincia no sujeta por si sola a las causas que de ella surjan al fuero federal, ya que éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por la autoridad nacional, conforme el art. 18, 2da parte, de la ley 16.986, ya que, respeto a las autonomías provinciales, la determinación judicial del recto alcance del orden legal provincial no puede resultar cuestión a resolver por los jueces federales. “Por lo demás, la circunstancia de que se encuentran actualmente en trámite en la jurisdicción local otros procesos relacionados con el tema planteado en estas actuaciones, como la propia amparista reconoce, es suficientemente demostrativa de que las cuestiones propuestas no pueden ser resueltas en el ámbito pretendido sino en el de los jueces provinciales”.




En suma, concluyó que no existen elementos que provoquen la actuación del fuero federal de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 4, 354 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.




2) Que el recurrente se agravia de esta resolución, manifestando que el sentenciante se apoyó en fundamentos inadecuados para declarar su incompetencia, pues debió tener en cuenta, en primer lugar, que la parte actora es la Comunidad Indígena Diaguita Calchaquí, grupo étnico cuyos derechos resultan amparados por el art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional y por tratados internacionales con jerarquía constitucional. Agrega que “es del caso puntualizar que cuando un Estado celebra un tratado internacional, contrae la responsabilidad de hacer cumplir tal normativa dentro del ámbito territorial de su soberanía, de lo contrario podría incurrir en un incumplimiento que traería aparejada una sanción. […]. Vale decir que en autos está en juego la obligación del Estado de hacer el relevamiento de las tierras indígenas y el compromiso de abstenerse de ejercer -por sí o por medio de terceros que actúen con su tolerancia o aquiescencia- actos que pudieran afectar la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes que eventualmente quedarían dentro de dicha delimitación geográfica, situaciones que prueban el interés federal en la presente litis”.



Manifiesta que es prematuro el argumento del juez respecto a que no procede la competencia originaria debido a que el conflicto de autos se suscitó entre vecinos de la misma provincia de Salta, en tanto no se está analizando la procedencia de la competencia originaria del máximo Tribunal, sino la de la justicia federal.  




Finalmente, en cuanto al argumento que sostiene que en autos no se señaló el actuar manifiesto e ilegítimo que justifique la interposición del amparo, ponderó que no corresponde expedirse toda vez que tales circunstancias deberán ser analizadas al evaluarse la procedencia del amparo.



3) Que como ya tiene dicho esta Cámara en numerosos precedentes, la competencia federal es excepcional y limitada en relación a la justicia ordinaria local, lo cual significa que su intervención sólo procede en aquellos casos en que la Constitución y las leyes así lo disponen, e implica una delegación competencial que expresamente las provincias han hecho en el Gobierno Federal al momento del dictado de la Constitución, manteniendo para sí las atribuciones no delegadas (art. 121 CN). En forma concordante, el Código de rito en el art. 352, 2do. párrafo, establece la facultad de expedirse al respecto aún de oficio y en cualquier instancia.



Asimismo, según consolidada doctrina del Superior Tribunal Federal, para la determinación de la competencia debe tomarse en cuenta la exposición de los hechos que el actor hiciera en su escrito de presentación y el derecho que invoca como fundamento de la acción. En otras palabras, para decidir cuál es el juez competente no cabe atenerse a la ley que pueda resultar en definitiva realmente aplicable, sino a la que invoca como fundamento de la acción entablada (CSJN Fallos: 279:95, 286:45, entre otros). Es que los jueces, en el momento inicial de la contienda, no pueden anticipar la ley que en definitiva resulta aplicable: de allí que parezca lógico que se atengan a la ley que se invoca como fundamento de su reclamo (cfr. Morello -Sosa- Berizonce, “Códigos Procesales Civiles y Comerciales de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación, comentados y anotados”, T. II-A, p. 71, Abeledo Perrot, 1994).   



En autos, conforme se expresa en el objeto de la demanda (pto 2, fs. 14 in fine) se interpone acción de amparo “en contra del Ministerio de Medio Ambiente de la Provincia de Salta, con domicilio en Centro Cívico Grand Bourg, Avda. Los Incas S/N Salta, con el objeto de que se suspenda en forma inmediata la tala total del bosque diaguita calchaquí en la conocida Ruta del Vino nº 40, km 4351, en las inmediaciones de Cafayate hacia Animaná con el agravante de haber levantado alambrado y perimetrado hasta el río en su propio caudal, y hasta tanto se aclare el movimiento de catastros a favor del agente extranjero Dr. Salfate Doren Pedro Horacio, de nacionalidad chilena […]. Asimismo [solicita] a la Autoridad de Aplicación en Medio Ambiente aclare la razón del otorgamiento del permiso de desmonte para la plantación de vid en el presente espacio –u otro macro cultivo- y la falta de aplicación de la normativa de cuidado del bosque nativo y suelo en esta región tan vulnerable en su vegetación nativa y tan modesta, pero enriquecedora para continuar con la vida en los valles calchaquíes”.



Como se ve, se trata de una demanda expresamente entablada en contra de la autoridad provincial que aplica la Ley de Protección del Medio Ambiente de la Provincia nº 7070/00 a fin de que la misma  suspenda la actividad forestal respecto de tierras localizadas en la provincia de Salta, a la vez que se pide explicación respecto a los motivos del otorgamiento de permisos de desmonte, cuestión que también implica a dicha cartera provincial por ser la autoridad de aplicación de la Ley n° 7543/08, de Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos de la Provincia de Salta (art. 36); refiriendo el relato de la accionante a supuestos actos de cercado y alambrado por parte de particulares.



Sobre tales bases, procurándose la paralización de ciertas actividades ocurridas en Salta y cuestionándose actos de una autoridad local cual es el Ministerio de Medio Ambiente de la Provincia de Salta, a quien expresamente se indica como parte demandada, la improcedencia de la competencia federal es la única conclusión posible; sin que los argumentos del recurrente alcancen para rebatir esta realidad contundente.




Es que la genérica referencia de que los derechos del grupo étnico demandante resultan amparados por el art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional y por tratados internacionales con jerarquía constitucional no basta para sustraer el asunto del conocimiento de los jueces locales, quienes naturalmente deben intervenir si lo que se encuentra en discusión son actos, hechos o procedimientos ocurridos en Salta y emanados de autoridades salteñas en aplicación de normas de presupuestos mínimos de protección ambiental también de esa provincia, como son las Leyes 7070 y 7543.



Se ha dicho retieradaemnte que, por regla general, la justicia federal es incompetente para juzgar sobre la validez de las leyes provinciales y de los procedimientos de los funcionarios encargados de su cumplimiento, pues no puede pretenderse que las instancias ordinarias de la justicia federal se transformen en una vía de revisión de las decisiones propias que en ejercicio de sus prerrogativas corresponde a los poderes locales (cfr. Fallos:102:436, 303:1247; 314:862 y 316:324, entre otros y esta Cámara, 9/8/02, in re “Argencard S.A. c/ Provincia de Salta s/ sumarísimo- acción declarativa”, énfasis añadido). 




Finalmente, cabe poner de resalto que la solución propuesta guarda coherencia con el leading case en materia de tala del bosque nativo salteño, que es el caso “SALAS, Dino y otros c/ Provincia de Salta y Estado Nacional”, donde la Corte Suprema intervino sin perjuicio de la competencia y al sólo objeto de disponer las medidas urgentes que consistieron en la suspensión de las autorizaciones de desmonte hasta tanto la Provincia presentase el estudio de impacto ambiental acumulativo (resolución del 26 de marzo de 2009, Fallos: 332:663). Así fue que una vez cumplido el referido estudio, el Alto Tribunal consideró alcanzados los propósitos perseguidos con la intervención asumida en virtud del principio protectorio, y dispuso la remisión de estas actuaciones a la Corte de Justicia de la Provincia de Salta para que examine si la acción de amparo interpuesta corresponde a su competencia originaria en el marco de la previsión contenida en el artículo 153, apartado II de la Constitución local o, en su defecto, para que sea asignada al tribunal provincial que resulte competente con arreglo a las disposiciones locales de aplicación (sentencia del 13 de diciembre de 2011, Fallos: 334:1754, resaltado añadido).



RESUELVE:




I) RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Público Fiscal y en consecuencia, confirmar la resolución que declara la incompetencia de la justicia federal, sin costas (art. 14 in fine de Ley Orgánica del Ministerio Público nº 24.946). 




II) REGÍSTRESE, notifíquese y cúmplase con el archivo de las presentes actuaciones (art. 354 inciso 1º del CPCCN).
Firmado: Dres. Renato Rabbi Baldi Cabanillas, Roberto Loutayf Ranea y Jorge Luis Villada.-
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